INFORME ANUAL DERECHOS HUMANOS 2005 
 

Bogotá, 01 feb (SNE).- El siguiente es el resumen ejecutivo del Informe Anual de Derechos Humanos 2005, preparado por la Vicepresidencia de la República.

INFORME ANUAL DERECHOS HUMANOS 2005  

Resumen ejecutivo
La disminución de los principales índices de violencia, en proporciones que no tienen antecedentes en la historia reciente del país, es sin duda el principal logro del Gobierno en derechos humanos durante el 2004, por su enorme trascendencia para la vida, libertad y seguridad de los colombianos. En este sentido, se destaca la reducción de los homicidios en 3.496 (15%) hasta alcanzar la tasa más baja de los últimos 18 años (44 homicidios por cada cien mil habitantes). Gracias a  la Política de Seguridad Democrática, el Gobierno logró también la reducción del número de masacres en un 52%, el de sus víctimas en 49%,  los secuestros en 35%  y el desplazamiento forzado en 37%.

	
	2003
	2004
	Variación

	Homicidios
	23.507
	20.011
	- 15%

	Número de masacres
	94
	45
	- 52%

	Víctimas de Masacres
	504
	259
	- 49%

	secuestro
	2.200
	1.441
	- 35%

	Desplazamiento forzado
	219.469
	137.315
	- 37%


En el marco del desarrollo de la Política de Seguridad Democrática, también se destacan otros logros importantes durante el 2004:
  
        ( Gracias a los programas de protección impulsados por el Gobierno, durante el 2004 el homicidio de sindicalistas registró una disminución de 27%, el asesinato de indígenas de 60%, y el de periodistas y concejales se redujo en un 57% y 76% respectivamente. 
 
        El( acercamiento iniciado por el Gobierno con los grupos de autodefensa en el 2003, ha posibilitado, a diciembre de 2004, la desmovilización de 2.624  de sus miembros, además de  2.970 desmovilizaciones individuales registradas durante el 2004. 
 
        ( Estas cifras reflejan un avance importante en la situación de derechos humanos, aunque sobre algunos sectores se continúa ejerciendo violencia a pesar de los esfuerzos del gobierno por brindarle protección y garantías para el ejercicio de sus derechos. Causa especial preocupación en el Gobierno el incremento del homicidio de docentes en 2004, superior en un 54% en relación con 2003, aunque vale la pena resaltar la disminución del secuestro sobre este sector poblacional en un 37% y el hecho de que el 84% fue liberado y un 6% rescatado por la Fuerza Pública. En este tema de secuestro de docentes, 55% de los casos, fueron realizados por las FARC,  26%  por el ELN, y  7.5% por autodefensas o desconocidos.
 
      El( asesinato de alcaldes en ejercicio disminuyó en un 67%, aunque el de  ex alcaldes se incrementó en un 17% en 2004, en relación con 2003.
 
        ( El número de concejales y ex concejales asesinados durante 2004 disminuyó en 76% respecto de 2003, según lo reporta la Federación Colombiana de Municipios.
 

         De( acuerdo con la Fundación para la Libertad de Prensa (FLIP), entre 2003 y 2004 se registró una disminución de 57% en el índice de homicidios de periodistas. 

 

        ( Los actos de terrorismo, en los que se agrupan aquellos hechos en los cuales fueron utilizados artefactos explosivos dirigidos de manera indiscriminada, presentan una disminución de 44% con respecto al año anterior, al pasar de 1.257 acciones a 709.

 

· Los actos terroristas contra la infraestructura eléctrica,  121 torres derribadas en 2004, muestran una disminución del 63% respecto de lo registrado en el año anterior

        ( Las acciones contra las torres de comunicaciones presentaron una baja del  89.5% al registrarse tan sólo 2 de estas acciones, frente a 19 en 2003.  

 

        ( Los ataques contra puentes pasaron de 33 en 2003 a 7 en 2004, mostrando una baja equivalente al 79%, mientras que los ataques a acueductos pasaron de 3 en 2003 a 1 en 2004, para una disminución del 67%

 

         En( 2004, con base en la información suministrada por el Ministerio de Defensa, hubo un solo ataque contra poblaciones en el municipio de La Llanada,  departamento de Nariño, registrándose una disminución de 80% con respecto a 2003

  

        ( En   2004, se presentó un aumento del 50% en el número de capturas de miembros de las autodefensas ilegales, al pasar de 3.166 en el 2003 a 4.772 en el 2004. 
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Fuente: Ministerio de Defensa

Procesado: Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH, Vicepresidencia de la República.

        ( 558 miembros de las autodefensas fueron dados de baja, registrándose un aumento del 61% con respecto al 2003, año en que se presentaron 346. 
 

         En( 2004, fueron capturaron 6.248 subversivos, disminuyéndose en un 10% la cifra presentada en el 2003, cuando se registraron 6.967. 
 

· En  2004 fueron dados de baja 1.960 subversivos, superando en 2% los 1.919 registrados en el 2003.
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Fuente: Ministerio de Defensa

Procesado: Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH, Vicepresidencia de la República.

 

	 
CIFRAS SITUACIÓN DE DERECHOS HUMANOS 

	Y RESULTADOS OPERACIONALES DE LA FUERZA PÚBLICA

	Comparativo enero a diciembre 2003 y 2004
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	2003
	2004
	Variación porcentual

	Homicidios
	23.507
	20.011
	-15%

	Víctimas de masacres
	504
	259
	-49%

	Casos de masacres
	94
	45
	-52%

	Homicidios sindicalistas
	55
	40*
	-27%

	Homicidios de Alcaldes y exalcaldes
	12
	14
	17%

	Homicidios de Concejales
	75
	18
	-76%

	Homicidios de Indígenas
	211
	85
	-60%

	Homicidios de Maestros
	41
	63
	54%

	Homicidios de Periodistas 
	7
	3
	-57%

	Secuestros 
	2.200
	1.441
	-35%

	Eventos por MAP y MASE
	1.285
	1.622
	26%

	Heridos por MAP y MASE
	524
	608
	16%

	Muertos por MAP y MASE
	158
	182
	16%

	Ataques a poblaciones
	5
	15
	200%

	Desplazamiento forzado
	219.469
	137.315
	-37%

	Voladuras de torres de comunicaciones
	19
	2
	-89%

	Voladuras de torres de energía
	329
	121
	-63%

	Voladuras de puentes
	33
	7
	-79%

	Voladura de vías
	113
	134
	19%

	Actos de Terrorismo
	1.257
	709
	-44%

	Ataques a acueductos
	3
	1
	-67%

	Miembros de los grupos de autodefensas desmovilizados
	693
	1268
	83%

	Miembros de la subversión desmovilizados
	1.843
	1.702
	-8%

	Miembros de grupos de autodefensa muertos en combate por la Fuerza Pública
	346
	558
	61%

	Miembros de grupos de autodefensa capturados
	3.166
	4.772
	51%

	Subversivos muertos en combate 
	1.919
	1.960
	2%

	Subversivos capturados por la Fuerza Pública 
	6.967
	6.248
	-10%


Junto con los resultados de la Seguridad Democrática, el otro gran logro del Gobierno en DDHH se relaciona con la reactivación de la economía, que a su turno se refleja en mejores indicadores sociales. En 2003, se obtuvo un  crecimiento del PIB de 3,95%, la cifra más alta de los últimos 5 años, y de 3.7% en los primeros once meses de 2004. Esto repercutió en mejores niveles de empleo, desde 2002 al 2004 se ha reducido la tasa de desempleo de 14.6% a 11.7%; en general representa un avance  consistente para disminuir la brecha de inequidad, enfrentar la extrema pobreza existente en el país y asegurar la adopción de todas las medidas necesarias para lograr una disminución de los índices de analfabetismo y desocupación. 
Durante el gobierno 4.677.641 personas nuevas han tenido acceso al régimen subsidiado de salud, algunos con subsidio parcial. En materia de educación, el número de cupos escolares de educación básica y media pasó de 7.808.110  en agosto de 2002 a 8.542.523 en diciembre de 2004. 

Como ha sido constante durante los últimos años, en 2004 la enorme mayoría de violaciones de DDHH e infracciones al DIH en Colombia tuvieron como autores a los grupos armados ilegales –FARC, ELN, AUC-.  Es especialmente grave el uso indiscriminado por parte de estos grupos  de minas antipersonal que afectan en promedio a dos colombianos cada día y el reclutamiento, en muchos casos, forzoso de niños y niñas. Uno de cada cuatro combatientes irregulares de Colombia es menor de 18 años y varios miles de ellos son menores de 15 años y el 80 %  de los niños en armas fueron reclutados por las  FARC o el ELN, los demás por las autodefensas ilegales. 

 
En contraste, las estadísticas de la Procuraduría General de la Nación y de la Defensoría del Pueblo confirman que este año continuó decreciendo la incidencia de casos de violaciones de DDHH por parte de integrantes de las FF. MM. Las indagaciones preliminares iniciadas por la Procuraduría General de la Nación por presuntas violaciones a los derechos humanos cometidas por parte de miembros de la Fuerza Pública pasaron de 383 en 2003 a 242 en 2004 para una disminución de 58%. Sin embargo, las aperturas formales de investigación aumentaron levemente de 260 a 275 entre los dos años estudiados. No obstante, se tiene que resaltar que estas últimas representan apenas un 0.07% de los 357.000 miembros que integran la Fuerza Pública a finales de 2004. 

Otro de los logros significativos de las Fuerzas Militares durante el 2004 es la destrucción de todo su arsenal de minas antipersonal, de acuerdo a lo dispuesto por la Convención de Ottawa, convirtiendo a Colombia en el primer país víctima del terrorismo en cumplir dicha Convención.  
PROCESO DE PAZ CON LAS AUTODEFENSAS

Dando cumplimiento a sus compromisos con los colombianos, el Presidente Álvaro Uribe dio continuidad a las negociaciones de paz de su gobierno con las autodefensas ilegales. La decisión inequívoca del Presidente Álvaro Uribe es crear las condiciones que permitan y garanticen la desmovilización total de las autodefensas ilegales, con el propósito concreto de reducir la violencia en Colombia y muy especialmente los atentados y atropellos contra la población civil. En Colombia el marco normativo vigente, Ley 782/02, prohíbe cualquier beneficio a los desmovilizados que estén incursos en crímenes de lesa humanidad y sus disposiciones se están aplicando con rigor.

El proceso avanza bajo veeduría directa de la Organización de Estados Americanos (La OEA suscribió en enero de 2004 un convenio orientado a acompañar durante tres años,  de manera amplia y flexible todas las iniciativas y esfuerzos de paz en el país) y el acompañamiento de la iglesia católica. El apoyo de la OEA se concentra en tres temas:

1- Verificación del cese al fuego y a las hostilidades

2- Desarme, desmovilización y reinserción de integrantes de grupos armados al margen de la ley 

3- Respaldo a las iniciativas locales en zonas de conflicto que fomenten y desarrollen una cultura de paz y resolución pacífica de la violencia, así como el fomento a proyectos de contenido social.

Los avances logrados en esta materia durante el 2004 son: El 12 y 13 de mayo el 2004 se suscribió el “Acuerdo entre el gobierno y las AUC para la zona de ubicación en Tierralta, Córdoba” que permitió la ubicación de los negociadores y el desarrollo de los diálogos;  en junio, mediante la Resolución 091 y 092, el Gobierno dio inicio formal al proceso de negociación; en agosto, el Gobierno exigió la desmovilización de grupos de autodefensas con presencia en los departamentos de Meta, Vichada, Casanare y Arauca por su incumplimiento del cese de hostilidades; en octubre y noviembre se impartieron órdenes para atacar con más intensidad a estos grupos; y en noviembre se anunció la desmovilización de otras 11 estructuras. 

En el año 2004 se desmovilizaron  en el marco del proceso de negociación con estos grupos 2.624  personas y 1.020 en enero de 2005. Cinco bloques de las autodefensas fueron desmovilizados en su totalidad y 3.988 armas fueron entregadas. 

El proceso estará sustentado en un marco jurídico, a  través de una Ley de verdad, justicia y reparación que por sus alcances y trascendencia para el presente y futuro del país, resultará de una amplia concertación que lidera el Gobierno. Dicha ley se tramita democráticamente, con transparencia, en plena sujeción a nuestro ordenamiento jurídico y orientado al respeto de los derechos y de los intereses de los colombianos

DESMOVILIZACIONES

El Programa de Atención Humanitaria al Desmovilizado (PAHD) del Ministerio de Defensa reporta que en 2003 se registraron 2.536 desmovilizaciones voluntarias y en el año 2004,  2.970 personas, lo que representa un incremento de 17 %.

De las 2.970 desmovilizaciones voluntarias registradas entre enero y diciembre de 2004, 1.298 (44%) corresponden a miembros de las FARC; 1.268 (43%) corresponden a desmovilizaciones voluntarias de las autodefensas; 334 (11%) son del ELN y 70 (2%) corresponden a disidencias. Es decir ese año se desmovilizaron 1.702 personas vinculadas a la subversión (57%), lo que representa una disminución del 8% en comparación con el año 2003. Para el caso de las autodefensas se presentó un aumento del 83% en las desmovilizaciones voluntarias en comparación con el año anterior. En el año 2004,  83 % de los desmovilizados fueron mayores de edad (2.458) y  17 %  menores (1.726). Así mismo se registra que  86% de los desmovilizados (2.569) fueron hombres y 14% (401) mujeres. 

Durante los dos últimos años se han presentado desmovilizaciones masivas, fruto de acercamientos entre el Gobierno y grupos de  autodefensas.  Dentro de este marco, durante 2003 se registraron un total de 1.042 desmovilizaciones, de los cuales 874 pertenecían al bloque Cacique Nutibara que tiene presencia en el departamento de Antioquia y 168 al grupo de autodefensas campesinas de Ortega que actúan en el municipio de Cajibío, departamento del Cauca. En el año 2004 se registraron 2.624 personas desmovilizadas bajo esta modalidad, cinco bloques de las autodefensas fueron desarticulados en su totalidad y un número de 3.988 armas fueron entregadas. 

Cumpliendo el acuerdo de Santa Fe de Ralito por la Paz de Colombia, firmado entre el Gobierno y las autodefensas el 25 de julio de 2003 y ratificado el 7 de octubre de 2004 se han presentado: en noviembre 25 de 2004 en Turbo, departamento de Antioquia la desmovilización de 447 hombres integrantes del bloque Bananero de las autodefensas. El 4 de diciembre de 2004, en Santa Rosa, Magdalena, se desmovilizaron un total de 47 miembros de las autodefensas del Sur del Magdalena e Isla de San Fernando. El 9 de diciembre de 2004 en Terán, Yacopí, Cundinamarca se desmovilizaron un total de 148 miembros del bloque Cundinamarca de las Autodefensas Unidas de Colombia. El 10 de diciembre de 2004 en el corregimiento de Campo Dos, departamento de Norte de Santander se desmovilizaron 1.425 hombres del bloque Catatumbo. Finalmente el 18 de diciembre de 2004 en Galicia, Valle del Cauca se desmovilizaron un total de 557 hombres del bloque Calima. 

En conclusión, si sumamos los 2.970 desmovilizados de manera voluntaria y los 2.624 desmovilizaciones masivas producto de los acercamientos del Gobierno con los grupos de autodefensas durante el año 2004, se observa que en total se han desmovilizado 5.594 hombres pertenecientes a grupos irregulares, que fueron reincorporados a la vida civil y tienen ahora una opción de vida en la legalidad. 

PROGRAMAS DE PROTECCIÓN

Pese a las dificultades fiscales que enfrenta la Nación, el Gobierno destinó mayores recursos (45% más que el año anterior)  a los Programas de Protección a poblaciones vulnerables del Ministerio del Interior y de Justicia (líderes sindicales, líderes sociales, defensores de Derechos Humanos, periodistas, miembros de la Unión Patriótica, Partido Comunista Colombiano, alcaldes, concejales, personeros, diputados, líderes de población desplazada, indígenas y afro colombianos). Hasta diciembre 31 de 2004, 18.935 personas se beneficiaron con medidas de protección financiadas. 

 

Para la vigencia fiscal de 2004 se asignaron recursos para el Programa por un valor de $ 37.166.304 millones de pesos del Presupuesto General de la Nación. La Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo – USAID destinó, para este mismo año, $ 6.426 millones de pesos, para  un total de $ 37.166 millones de pesos. Para el año 2005 se tienen programados 32.123 millones de pesos por presupuesto general de la Nación  y aproximadamente 13 mil millones de pesos provenientes de cooperación internacional – USAID/MSD 

Durante el año 2004 se implementaron 59 esquemas de protección móviles con vehículo propio y 83 esquemas con apoyo de transporte, sin dejar de mantener e implementar los que funcionaban anteriormente; en la red de comunicaciones se garantizó el funcionamiento de 3.213 equipos de comunicación entre celulares, avanteles y teléfonos satelitales. En Ayudas de Reubicación Temporal se entregaron 2.264 ayudas nacionales y 13 internacionales. En tiquetes aéreos nacionales se entregaron 1.214 y en internacionales 21. Adicionalmente se entregaron 587  chalecos antibalas. Existen otras medidas entregadas durante el 2004 como 608 apoyos de transporte, 11 auxilios educativos y el apoyo a 176 proyectos productivos. 

El Gobierno ha dedicado esfuerzos especiales a la garantía de la libertad sindical y a la protección de líderes de estas organizaciones. 62% de los recursos de dicho Programa está destinado  a la protección de líderes sindicales y trabajadores sindicalizados, gracias a lo cual los homicidios de trabajadores y de sindicalistas decrecieron de 184 en 2001 a 82 en 2003, para una reducción de 55%, hasta llegar en  el 2004 a una reducción del 52% con respecto al año anterior, con tan solo 40 trabajadores asesinados. El Gobierno nacional, reconoce que esta situación es crítica e  inaceptable, pero realiza los mayores esfuerzos para prevenir y erradicar estas manifestaciones de violencia. 
Durante el año 2004,  las acciones del Gobierno nacional  en materia de protección se dirigieron a crear una política pública en el tema y a la protección propiamente dicha.  La formulación de la política pública está a cargo de un grupo de trabajo liderado por el Vicepresidente de la República, y del cual forman parte el Director del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, el Ministro de Defensa Nacional, el Ministro de Hacienda, el Ministro de Interior y de Justicia, la Dirección General de la Policía Nacional, el Departamento Nacional de Planeación y el Departamento Administrativo para la Función Pública. Buscan centralizar todas las acciones protectivas que emanan del poder ejecutivo para lograr mayores niveles de eficiencia. En 2005 estas entidades entregarán el documento de política publica que será el principal instrumento para orientar las acciones protectivas  a cargo del gobierno nacional y de los regionales.

ATENCIÓN A COMUNIDADES EN RIESGO

El  Gobierno diseñó este proyecto y lo incluyó en el Plan Nacional  de Desarrollo. Tiene como objetivo llevar el Estado de Derecho a todo el territorio para garantizar el ejercicio de los derechos consagrados en la Constitución. Es al mismo tiempo un componente importante de los planes de acción de DDHH departamentales y da cumplimiento a compromisos internacionales  como el numeral 3 de las recomendaciones para Colombia (2004) del Alto Comisionado de la ONU y atender efectivamente las medidas cautelares o provisionales dictadas por la Corte Interamericana de DDHH.

El proyecto busca además fortalecer a las entidades estatales competentes, del orden nacional, regional y local para que emprendan acciones articuladas, integrales y permanentes que propendan por la prevención y la protección de los derechos humanos de las comunidades; fortalecer a las organizaciones sociales y a las comunidades para que desarrollen iniciativas, presenten propuestas, concierten con las autoridades las medidas de prevención y protección de los DDHH a implementar; y propiciar la creación o fortalecimiento de espacios públicos participativos como escenario de articulación entre las autoridades  y la comunidad para la formulación del plan de acción en prevención y protección de los DDHH.

El proyecto será ejecutado por el Programa Presidencial de DDHH y DIH, que trabajará en 7 zonas, por la Dirección de DDHH del  Ministerio del Interior y Justicia que intervendrá en 5 más y la Defensoría del Pueblo y la Red de Solidaridad Social, entidades que harán presencia en las doce regiones. La distribución se realizará de la siguiente manera: 

Se van a trabajar siete regiones por parte del Programa Presidencial de DDHH:

1. Subregión: Montes de María 

Departamentos:  Sucre y Bolívar

Municipios: Corozal, Colosó, Chalán, Morroa, Ovejas, Carmen de Bolívar, Maríalabaja, San Juan Nepomuceno, San Jacinto, Córdoba, Zambrano y El Guamo.

2. Subregión: Sierra Nevada de Santa Marta

Departamentos:  Magdalena, Cesar y Guajira

Municipios: Valledupar, San Juan del Cesar, Barrancas, Fonseca, Fundación, Aracataca y Santa Marta

1. Subregión: Provincia de Ocaña y Catatumbo

Departamento: Norte de Santander

Municipios: Convención, Ocaña, San Calixto, Tibú, El Tarra y Teorama. 

2. Departamento: Arauca

Municipios: Tame, Fortul  y Saravena

3. Subregión: Sur del Tolima

Municipios: Coyaima, Natagaima, Planadas, Rioblanco y Ataco

4. Subregión: Macizo Colombiano

Departamento:  Cauca

Municipios: San Sebastián, Santa Rosa, Piamonte, La Vega, La Sierra, Almaguer, Bolívar, Mercaderes y Patía

5. Subregión: Pacífico Nariñense

Municipios: Tumaco, Francisco Pizarro (Saladahonda), Mosquera, Olaya Herrera (Bocas de Satinga) El Charco y  La Tola.

El proyecto será financiado, en las zonas a cargo del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH, con recursos de USAID a través de MSD (1.330 millones de pesos), AECI (270 millones de pesos) y Presupuesto nacional (150 millones de pesos) .

PROTECCIÓN DE LOS TRABAJADORES Y DEL TRABAJO

En el año 2003 se fortaleció Comisión Interinstitucional para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Trabajadores, que se ha consolidado como el espacio de diálogo para tratar los temas relativos a dos áreas especialmente importantes y sensibles: a) el derecho a la vida de los sindicalistas y dirigentes sindicales; y, b) las acciones tendientes al fortalecimiento de la libertad sindical en Colombia. Se adoptó con participación tripartita y por consenso, un Plan de Trabajo con 40 líneas de acción, que  están en marcha, las más importantes de las cuales se refieren a la agilización del trámite de las medidas de protección y la puesta en marcha de las medidas ya aprobadas;  acercamiento de los actores sociales con sus autoridades locales y la Fuerza Pública a través de espacios de distensión y de dialogo; al impulso y seguimiento de las investigaciones penales adelantadas por violación a los derechos humanos de los trabajadores sindicalizados; la captura y sistematización de estas violaciones a través de una adecuada base de datos;  la reubicación inmediata de los trabajadores estatales y no estatales amenazados y el seguimiento de las recomendaciones de organismos internacionales sobre los temas sindicales. 

La estrategia más importante en este escenario ha sido la creación de las mesas de distensión y diálogo social con los actores del trabajo. Estas mesas se llevan a cabo en las ciudades y regiones que presentan la mayor incidencia de problemas relacionados con la libertad sindical. 
-        Entre 2001 y 2004, el presupuesto anual para solucionar casos de amenazas en contra de ciudadanos cobijados por el Programa de Protección ha aumentó en  45%, y 62% del mismo está destinado a la protección de los miembros de los sindicatos.

-        En 2003, 1,424 miembros de sindicatos se beneficiaron del Programa de Protección, un aumento del 36% en comparación con 2001. 

-         Los homicidios de trabajadores y miembros de sindicatos disminuyeron de 184 en 2001 a 82 en 2003, una disminución del 55%. Entre enero y diciembre de 2004, 40 trabajadores y miembros de sindicatos fueron asesinados, una disminución del 38% en comparación con el mismo periodo en 2003. Si bien esta sigue siendo una situación inaceptable, Colombia sigue trabajando para prevenir este tipo de violencia.

        

Desde 2001, Colombia ha implementado un programa especial de cooperación técnica con la OIT, enfocado en aumentar la conciencia y el cumplimiento de los derechos laborales, sobre todo en lo que hace a la libertad de asociación sindical y la negociación colectiva.   Se han dictado talleres y seminarios a miembros de sindicatos y grupos de empleadores de todo el país, acerca de negociación colectiva, resolución de conflictos y prevención de conflictos laborales. Se han dictado numerosos seminarios y cursos de entrenamiento a inspectores laborales, fiscales y jueces, acerca de derechos laborales fundamentales. 

       

El Gobierno ha aumentado sus esfuerzos para erradicar el trabajo infantil y proteger a trabajadores vulnerables.    Con el apoyo de la OIT, se ha implementado el tercer plan nacional para la erradicación del trabajo infantil. Bajo este plan, se apoya y monitorea a los gobiernos regionales en lo concerniente a sus compromisos para erradicar el trabajo infantil. En 2004, el gobierno nacional otorgó recursos adicionales para aumentar la cobertura de este programa a 10 regiones del país.     Se han implementado proyectos para erradicar el trabajo infantil en las industrias mineras, los servicios domésticos, y la industria sexual ilegal. Existe una iniciativa para impedir que los grupos terroristas recluten niños, así como para proteger y apoyar a aquellos que abandonan estos grupos.  Los estándares laborales de la OIT están siendo plenamente incorporados a la constitución y legislación colombianas.    Colombia es miembro fundador de la OIT, y está comprometida con la protección de los derechos laborales definidos en la Declaración de dicha organización. -         Desde 1919, Colombia ha ratificado 59 convenciones de la OIT, las cuales han sido incorporadas a la legislación nacional y han sido plenamente implementadas. Cualquier violación a estas convenciones constituye una violación a la ley colombiana. 

La constitución colombiana le otorga rango constitucional a muchos de los estándares laborales reconocidos internacionalmente, incluyendo los esenciales de la OIT. (Libertad de asociación y de negociación colectiva, Eliminación del trabajo forzado, Eliminación de la discriminación en razón del empelo o la ocupación, y la Abolición del trabajo infantil). 

 
DESCENTRALIZACIÓN DE LA POLÍTICA

El Gobierno nacional, en el marco de la política  de  Seguridad Democrática establece como uno de sus objetivos primordiales la protección y promoción de los derechos humanos y el DIH. 

Este objetivo busca la vigencia y consolidación de la aplicación de los DDHH y el DIH, a través de  acciones y estrategias que tienen como referente los objetivos específicos de cultura  que busca lograr  la aceptación a nivel nacional de los derechos humanos como base de la dignidad, la convivencia y la democracia; y prevención que persigue  fortalecer lucha contra la impunidad, dar una respuesta adecuada a las víctimas, trabajar armónicamente con los organismos internacionales de promoción y protección de los derechos humanos, impulsar  medidas efectivas de aplicación del Derecho Internacional Humanitario y  fortalecer el funcionamiento de las instituciones encargadas de la garantía, promoción y protección de los derechos humanos.

Esta políticas buscan  que se integre al gobierno nacional con el Estado, las entidades territoriales y la sociedad para lograr la reducción de violaciones de DDHH. La estrategia para lograr la aplicación de estas políticas esta fundamentada en su  descentralización, materializada en  su incorporación en los planes de desarrollo departamentales y municipales  y en la adopción de un plan de acción con un cronograma de actividades y un sistema de monitoreo para su seguimiento y evaluación. 

El Programa Presidencial para los DDHH y el DIH, de acuerdo con lo previsto en las metas del Plan  Nacional de Desarrollo, en el desarrollo de esta política le corresponde implementar 225 planes de Acción en Derechos Humanos y sus correspondientes comités municipales de Derechos Humanos en 16 departamentos del país ( Arauca, Bolívar, Boyacá, Casanare, Cauca, Guaviare,  Meta, Nariño, Norte de Santander, Santander, Sucre, Tolima, Valle, Vaupés, Vichada, Archipiélago de  San Andrés)  los restantes departamentos  son atendidas por el ministerio del Interior quien tiene la misma meta. 

Actualmente, todos los departamentos tienen incorporado el tema de los Derechos Humanos y el DIH en los planes de Desarrollo Departamentales. Actualmente se ejecutan actividades en 140 municipios y se tiene previsto para el presente año alcanzar la meta de 350. 

CULTURA DE DERECHOS HUMANOS 

El Proyecto de Cultura de Derechos Humanos, es una de las líneas de acción de la Política en Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, tiene como propósito promover prácticas institucionales y sociales, que aporten al ejercicio y al respeto de los derechos humanos y a la recuperación del sentido de los mismos como discurso y como práctica social; meta que se pretende alcanzar a través de tres objetivos estratégicos: A). Construir y desarrollar planes para la construcción de una cultura de derechos humanos en las instituciones públicas que conforman el Estado, así como con las Gobernaciones de 8 de los departamentos en los que se ha adelantado la línea de descentralización de la Política de Derechos Humanos desde el Programa Presidencial de Derechos Humanos.; B) Adoptar dispositivos de divulgación y formación en derechos humanos, con diferentes sectores sociales, institucionales, poblacionales y étnicos en 8 departamentos del país. C) Diseñar estrategias de comunicación masiva y alternativa, a través de las cuales se haga difusión de prácticas propias de sociedades inscritas en un marco de cultura de derechos humanos en 8 departamentos del país.

Como avances respecto al primer objetivo, es prudente mencionar la realización de tres talleres consultivos y siete reuniones de trabajo con representantes de instituciones públicas de las tres ramas del poder público, que permitieron la elaboración de un diagnóstico cualitativo de los elementos que aportan y limitan el afianzamiento de una cultura de derechos humanos en las entidades públicas. Tal dinámica también facilitó la consolidación de una alianza interinstitucional con la Escuela Superior de Administración Pública y el Departamento Administrativo de la Función Pública, para avanzar en la identificación de los aspectos básicos que permitirán la definición y construcción lineamientos para la elaboración de los planes institucionales en la materia. En la misma línea, a mediados del mes de diciembre de 2004, la Alta Gerencia del Gobierno aceptó la invitación del Señor Vicepresidente de la República de sumarse al proceso referido, liderando desde sus despachos las actividades propuestas; una muestra de tal compromiso ha sido la designación de un funcionario permanente, que acompañará y apoyará el desarrollo de  las acciones definidas, viéndose fortalecida la alianza interinstitucional inicialmente planteada, con representantes de once instituciones más.

Igualmente uno de los resultados mas significativos del trabajo hasta ahora adelantado ha sido la inclusión de la línea de cultura en derechos humanos, en el Plan Operativo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, quien ha determinado su implementación para las 24 regionales con las que cuenta. 

En relación con el segundo objetivo, el Proyecto de Cultura hizo parte del Comité Técnico del proyecto de Asistencia Preparatoria para la formulación del “Plan Nacional de formación, Respeto y Práctica de los derechos Humanos desde el Sistema Educativo”, en desarrollo del Convenio que sobre la materia fue suscrito entre la Defensoría del Pueblo y el Ministerio de Educación Nacional. Tal escenario facilitó la participación en talleres y seminarios tanto a nivel nacional como regional e hizo posible el conocimiento de valiosas y variadas  iniciativas regionales en materia de educación en derechos humanos. A los fines del proyecto, este espacio permitirá identificar con mayor claridad el nivel de complementariedad y subsidiaridad existente entre las líneas de acción definidas por el Ministerio de Educación Nacional, por la Defensoría del Pueblo y  por el Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH. en relación con la Estrategia de Descentralización de la Política y con el Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos.

El tercer objetivo ha venido sido implementado en principio, de manera experimental, en el Departamento del Cauca, destacándose la realización de un taller sobre la construcción de una Cultura de Derechos humanos (CDH) desde las radios comunitarias, el cual fue implementado con el apoyo del Departamento de Comunicaciones de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, de la Universidad del Cauca en el marco del “Diplomado en Producción Radial y Participación Ciudadana: La radio comunitaria, un elemento fundamental en el desarrollo local”; en este taller participaron cuarenta representantes de emisoras comunitarias de los municipios de Almaguer, Puracé, Bordo Patía, Santander de Quilichao, Popayán, Cajibió, Piendamó, La Vega, Corinto, Sucre, Caldono y Timbío.

 

Finalmente, es prudente destacar que las acciones en materia de coordinación y complementariedad adelantadas con las líneas de Descentralización de la Política y con el Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos, arrojan como resultados la inclusión de la línea de Cultura de Derechos Humanos, en los Planes de Acción de los Departamentos intervenidos y la definición  de los objetivos, la identificación de actores y  escenarios, así como en la estructura lógica de la ruta de Cultura de Derechos Humanos, contenida en el Plan Nacional de Acción. 

LUCHA CONTRA LA IMPUNIDAD
El Gobierno es consciente de la magnitud y gravedad  de los elevados índices de impunidad  que hay en el país y adelanta con otras instancias del Estado diferentes iniciativas para enfrentar ese problema. En una labor conjunta con la Fiscalía General de la Nación y el Congreso de la República, se logró la aprobación en junio de 2004 de una ley de reforma al sistema penal, que busca que las investigaciones y los juicios sean más expeditos y eficientes. Bajo este nuevo sistema, las funciones investigativas – asignadas a la Fiscalía General de la Nación – están completamente separadas de las funciones judiciales, con lo cual se asegura una mayor especialización en la recolección de evidencia para juzgar a los sospechosos. Igualmente, los juicios serán más rápidos, como resultado de la implementación de diligencias y audiencias orales, que remplazarán los trámites que se hacían por escrito. Esta reforma tendrá un efecto positivo en todas las investigaciones penales, incluyendo las relacionadas con la violación de los derechos humanos.  Entre 2001 y 2004, más de 2,400 fiscales de derechos humanos y expertos técnicos han sido entrenados y se les han entregado equipos forenses de última tecnología. Adicionalmente, más de 3,500 fiscales, investigadores policiales y jueces han sido capacitados en la reforma al sistema penal. Más de 14,000 serán capacitados en 2005.
 

 Dentro del marco del Proyecto de Lucha contra la impunidad, aprobado en junio del 2003, se ha apoyado durante el periodo junio de 2003 a diciembre de 2004 la estructuración de un Sistema de Gestión y Coordinación Interinstitucional, para el diseño e implementación de una Política Pública de lucha contra la impunidad por las graves violaciones de los DH e infracciones del DIH y para el impulso y seguimiento de un número determinado de graves violaciones de los DH e infracciones del DIH. 

En desarrollo de lo anterior, se ha trabajado en dos objetivos fundamentales: 

1.
Formular e implementar una política pública, que contemple la estrategia del estado colombiano en la lucha contra la impunidad por violaciones de derechos humanos y DIH, a través de la cual se fortalezca el Estado social de Derecho. Para el desarrollo de este objetivo se expidieron dos Resoluciones, una en Fiscalía General de la Nación  y otra en la Procuraduría general de la nación, con el objetivo de dar impulso a los casos seleccionados por el Comité y promover la coordinación interinstitucional entre estas dos entidades. Así mismo, se requirió a la Fiscalía General de la Nación y a la Procuraduría General de la Nación la presentación de planes semestrales de acciones para el impulso y seguimiento de las investigaciones del Comité Especial. Se adoptó la decisión de dar un i pulso y seguimiento a un número más reducido de investigaciones por graves violaciones de Derechos Humanos y DIH y se adoptó un Protocolo de cooperación con el Ministerio de Defensa Nacional, para la protección de las comisiones de investigación. Finalmente, se entregó a los miembros del Comité un primer borrador de política pública de lucha contra la impunidad de violaciones a derechos humanos y DIH, el cual esta siendo discutido con cada una de las instituciones. 

Como insumo  de lo anterior se esta adelantando un proyecto de fortalecimiento institucional, con la Unidad de DDHH y DIH de la Fiscalía General de la Nación y con el  Consejo Superior de La Judicatura, en especial los Jueces Especializados. Adicionalmente se esta trabajando en la elaboración de un Sistema Nacional  de Información sobre Casos  por violaciones de DDHH Y DIH.

2.
Impulsar y hacer seguimiento de un número determinado de investigaciones sobre graves violaciones de derechos humanos y DIH. Durante el periodo junio 2003 a diciembre 2004 el Proyecto a financiado 109 comisiones a la Fiscalía General de la Nación y 18 comisiones a la Procuraduría General de la Nación, para un total de 127 comisiones. De las comisiones efectuadas por la Fiscalia General, se realizaron 7 Comisiones regionales (en Caquetá, Norte de Santander, Cauca, Barrancabermeja, Guajira - Nariño, Valle del Cauca, Antioquia, Santander- Barranquilla) y 102 Comisiones Individuales. Se han impulsado 277 Casos impulsados en las comisiones regionales y 117 casos impulsados en las Comisiones Individuales para un total de 394 procesos impulsados por la Fiscalía General de la Nación y financiadas por el PLCI.

DESPLAZAMIENTO FORZADO
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         Fuente: SUR, Red de Solidaridad Social.

Procesado: Observatorio del programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH.    Vicepresidencia de la República.
 

 

Al comparar 2004 con el año inmediatamente anterior, se evidencia una disminución de 37% en el número de personas desplazadas entre los dos años, al pasar de 219.469 víctimas de este fenómeno en 2003, a 137.315 en 2004. Esta disminución responde principalmente a una reducción del 45% en las cifras de desplazamiento masivo entre un año y el siguiente, aunque el desplazamiento individual también se redujo de forma significativa, en 35%.

Según datos del SUR, en 2004  se presentó una reducción en el número de personas expulsadas en 26 de los 33 departamentos del país, mientras que el de personas recibidas se redujo en 30 de los mismos, respecto de lo registrado en 2003. 

 

Los cinco departamentos que mostraron las mayores reducciones en el número de personas expulsadas fueron Valle, con una disminución del 77% al pasar de 13.491 personas expulsadas en 2003 a 3.057 en 2004; Cundinamarca (69%) pasando de 10.826 víctimas en 2003 a 3.318 en el siguiente año; Guainía (69%) al pasar de 155 a 48 afectados de un año a otro; Guaviare (56%) al disminuirse el número de víctimas de 5.345 en 2003 a 2.377 en 2004 y Putumayo (52%) con 7.034 menos personas expulsadas en 2004 respecto del año anterior. Otros departamentos que presentaron disminuciones significativas en materia de desplazamiento fueron Córdoba (51%), Norte de Santander (48%), Antioquia (44%) y Bolívar (40%).

 

Los cinco departamentos que presentaron en 2004 las cifras más altas de personas que huyeron de sus poblaciones por causa de amenazas o acciones perpetradas por los grupos armados ilegales, fueron: Antioquia de donde salieron 17.048 personas; Cesar 11.238 personas expulsadas; Caquetá  9.298; Magdalena 8.897 y Bolívar con 8.171 personas expulsadas. Por su parte, los cinco departamentos que recibieron el mayor número de personas durante el 2004 fueron Antioquia, a donde llegaron 14.369 personas desplazadas por la violencia; Bogotá D.C con 13.100 personas recibidas; Cesar con 8.734; Magdalena a donde arribaron 7.837 personas en el año y Meta que recibió a 6.084 personas desplazadas en 2004.  

El Gobierno presta especial atención a los departamentos de Vaupés, Casanare, Quindío, Chocó y La Guajira, donde se presentaron aumentos significativos en las cifras de desplazamiento forzado durante 2004 respecto de lo registrado el año anterior.

En cuanto a los procesos de retorno de la población desplazada a sus lugares de origen, según la Consejería para la Acción Social, entre el 7 de agosto de 2002 y el 31 de diciembre de 2004, retornaron 17.317 familias desplazadas (73.622 personas), gracias a los programas de apoyo y acompañamiento liderados por la Red de Solidaridad Social. De esta cifra, 4.382 familias retornaron durante el último semestre de 2002; 7.786 lo hicieron en 2003 y 5.149 volvieron a sus lugares de origen en 2004.

Durante 2004, del total de 5.149 hogares, conformados por 23.325 personas que regresaron a sus localidades, 4.837 corresponden a retornos masivos y 312 a retornos individuales.

 

Los resultados obtenidos hasta el momento representan un avance del 58% en el cumplimiento de la meta propuesta por el Gobierno Nacional de auspiciar el retorno de 30 mil familias desplazadas durante el cuatrienio 2002-2006.

Estrategia de prevención del desplazamiento forzado

Bajo la dirección de la Presidencia de la República, el asesoramiento del Comando General de las Fuerzas Armadas y con el apoyo de la Embajada de los Estados Unidos, se creó el Centro de Coordinación de Acción Integral (CCAI), como una estrategia que permita, en forma conjunta, concertada y sincronizada, llegar a las zonas establecidas como estratégicas, que por una u otra razón habían sido azotadas por el accionar de los grupos violentos. Consolidar el Estado de Derecho y el libre ejercicio de los principios democráticos en esas regiones exige el concurso de todas las entidades del Estado y en especial de aquellas que permitan propiciar de manera ágil desarrollos locales de alto impacto social. Para ello, son necesarias tres condiciones:

· Recuperación del monopolio de la fuerza por parte de las instituciones constitucionalmente legítimas

· Intervención social coordinada 

· Concertación con autoridades locales y con las comunidades

Las zonas estratégicas de intervención son:

1- Zona Sur (San Vicente del Caguán, Cartagena del Chairá, Calamar, Miraflores y La Macarena).

2- Sierra Nevada de Santa Marta (Fundación, Aracataca, Ciénaga, Pueblo Bello, El Copey, Valledupar, Dibulla y San Juan del Cesar).

3- Catatumbo (Ocaña, Tibú, Abrego, El Tarra, El Carmen, San Calixto, La Playa, Hacarí, Teorema y Convención).

4- Bajo Atrato (Riosucio, Carmen del Darién, Carmen de Atrato, Acandí, Unguía, Belén de Bajirá y Murindó).

5- Tumaco.

6- Arauca (Arauquita, Saravena, Fortúl y Tame).

7- Zonas de ubicación y/o desmovilización de miembros de las autodefensas.

El trabajo de coordinación y apoyo del CCAI está encaminado al desarrollo de cinco estrategias claves:

· Control del territorio y desarticulación del proceso de producción, fabricación, comercialización y consumo de drogas.

· Reactivación social a través de las Siete Herramientas de la Equidad.

· Fortalecimiento del servicio de justicia formal y mecanismos alternativos de resolución de conflictos.

· Impulso a la conformación de cadenas productivas para el desarrollo local.

· Promoción de actividades culturales y uso del tiempo libre.

Los objetivos del Centro parten de una metodología de trabajo que se desarrolla en el corto, mediano y largo plazo. En el corto plazo, se identifican acciones de emergencia de alto impacto en los sectores de seguridad, salud, infancia y familia, documentación, seguridad alimentaria, educación, uso del tiempo libre y justicia; posteriormente, se identifican acciones de mediano y largo plazo relacionadas con la aplicación de las herramientas de equidad, el fortalecimiento de la presencia institucional y el tejido social, la oferta de mecanismos alternativos de resolución de conflictos, la seguridad, el desarrollo de infraestructura de transporte y la promoción de cadenas productivas para el desarrollo económico. 

Estas acciones se priorizan a partir de un trabajo conjunto con las autoridades territoriales y la comunidad en visitas de diagnóstico, jornadas interinstitucionales, jornadas económicas y visitas de verificación que son ejecutadas con la Fuerza Pública.

Desde la puesta en marcha del Centro de Coordinación de Acción Integral el pasado 10 de mayo, los avances más importantes de la acción integral liderados por la Presidencia de la República en las zonas prioritarias, se resumen en el siguiente cuadro con corte a diciembre 23 de 2004.

	Inversión Estatal - Zonas CCAI

	 
	Ejecutada
	Apropiado y Por Ejecutar

	Revolución Educativa
	$             4.860.229.197
	$         5.813.140.706

	Protección y Seguridad Social
	$           10.163.685.620
	$       11.993.429.359

	Impulso a la Economía Solidaria
	$                                0
	$                            0

	Manejo Social del Campo
	$             5.594.203.000
	$       17.836.159.000

	Manejo Social de los Servicios Públicos
	$             1.014.845.572
	$         9.147.017.000

	País de Propietarios
	$             5.622.798.000
	$                            0

	Calidad de Vida Urbana
	$                                0
	$                            0

	Presencia Institucional
	$                114.760.800
	$               2.400.000

	Seguridad
	$                759.000.000
	$         1.270.000.000

	Infraestructura de Transporte
	$                                0
	$       25.096.525.944

	TOTAL INVERSIÓN 
	$      28.129.522.189
	$ 71.158.672.009


Parte de la estrategia para fortalecer la gobernabilidad y legitimidad del Estado, y generar confianza de los ciudadanos en las autoridades locales, se centra en haber logrado el regreso, por ejemplo, de los jueces y fiscales a todos los municipios del departamento del Caquetá. 

La Comisión Económica del CCAI ha realizado cuatro jornadas en las que se ha presentado la oferta institucional del Estado para apoyar la conformación de cadenas productivas en los municipios de San Vicente del Caguán, Cartagena del Chairá, Calamar y La Macarena; tres jornadas de caracterización económica de los municipios y la sensibilización y generación de compromiso de los actores estatales, privado y de la academia en Calamar, San Vicente del Caguán y La Macarena; y se han realizado dos jornadas de caracterización y conformación de la cadena y diseño de los planes de acción para 8 cadenas productivas que benefician a 4.699 familias de los municipios de San Vicente del Caguán y Cartagena del Chairá. 

El conjunto de estas acciones está generando mayor confianza de los ciudadanos en sus instituciones, promueve una cultura de la legalidad, el fortalecimiento de la democracia, un mayor grado de compromiso de cooperación entre las autoridades municipales, departamentales y nacionales, es decir, la recuperación paulatina pero sin pausa, del Estado de Derecho en esas zonas. 

MINAS ANTIPERSONAL (MAP) Y MUNICIONES ABANDONADAS SIN EXPLOTAR (MASE)

Según la información suministrada por el Observatorio de Minas Antipersonal del Programa Presidencial de Derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario de la Vicepresidencia, en el 2004 se presentaron  1.622 eventos por MAP y MASE. De éstos, 458 fueron accidentes
[1] (454 accidentes por MAP y 4 por MASE), y 1.164 incidentes
[2] (1.159 incidentes por MAP y 5 por MASE). Adicionalmente, como consecuencia de la dinámica de la confrontación,  50% de los eventos se concentró en 4 departamentos: Antioquia 26%, Caquetá 11%, Meta 8% y Cauca 6%.

El aumento en el número de eventos en el 2004 se debe en gran medida al aumento de los incidentes en 31% y a su participación en la totalidad de los eventos en 72%. Éstos consisten principalmente en acciones emprendidas por la Fuerza Pública, entre las cuales el desminado concentra el 60% de los incidentes (departamentos de Antioquia, Caquetá y Meta, principalmente), las incautaciones con  35%; casos de sospecha de campos minados con 4% y el porcentaje restante, por registro de producción de MAP, el hallazgo de MASE o UXO y casos de desplazamiento debido a la presencia de estos artefactos. 

En cuanto a víctimas, se presentaron 608 heridos y 182 muertos por causa de estos artefactos. De ellas,  24%  civiles,  75% militares y  1% actores armados ilegales. La afectación de la población civil por causa de minas disminuyó 12% (217 en el 2003 y 194 en el 2004) respecto del año anterior. Esta situación de particular vulnerabilidad de los militares y policías corresponde a la ofensiva emprendida por la Fuerza Pública en gran parte del país y a la recuperación de zonas de retaguardia hasta ahora controladas por los grupos armados ilegales. 

Geográficamente, 55% de las víctimas se localizaron en los departamentos de Antioquia (31%), Caquetá (14%) y Meta (10%), donde también se encuentran concentrados los eventos.
 
Colombia cumplió la Convención de Ottawa

En aplicación del Derecho Internacional Humanitario y en cumplimiento de las obligaciones internacionales impuestas por el Protocolo II de Ginebra y la Convención de Ottawa, durante el 2004 el Gobierno nacional -en cabeza del Observatorio de Minas Antipersonal del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH de la Vicepresidencia de la República, desarrolló una política de Estado y un plan estratégico para la acción integral contra las minas antipersonal (MAP) y municiones abandonadas sin explotar (MASE), en torno a cuatro áreas: el fortalecimiento institucional, la atención integral a la población, el cumplimiento de la Convención de Ottawa y la estrategia de comunicaciones.

En cuanto al fortalecimiento institucional, fueron incorporados al presupuesto nacional $2.500.000.000. Se incluyó en 17 planes de desarrollo departamentales alusión expresa al tema de minas antipersonal y en 18 planes se comenzó a formular el plan departamental de acción integral; se trabajó con la Defensoría del Pueblo y la Dirección de Parques Naturales del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, en la construcción de planes sectoriales de acción integral contra las minas; y se apoyó en la construcción del Plan Nacional de Acción Integral Contra las Minas Antipersonal de la comunidad afrocolombiana. De la misma manera, fue actualizado el Sistema de Gestión de Información (IMSMA) y se incluyeron imágenes satelitales en el GIS geo referencial, con la asistencia técnica del Centro Internacional de Ginebra para el Desminado Humanitario (CIGDH). Como parte del fortalecimiento institucional, en materia de gestión de información se recibió asistencia técnica de dos expertos de la Unión Europea en fortalecimiento institucional y diseño del proyecto de Cooperación para la AICM y se capacitó a dos oficiales de la Fuerza Pública en dispositivos de neutralización y desactivación de artefactos explosivos y de bombas en la Escuela de Armas y Municiones del Ejército Inglés.

En materia de cooperación internacional, se logró la consolidación de un proyecto de la Unión Europea que busca el fortalecimiento de la capacidad técnica y administrativa del Observatorio de Minas Antipersonal para la recolección y procesamiento de información a nivel nacional, departamental y regional, capacidad de gestión de Aseguramiento de Calidad (QAM), coordinación sostenible para Educación en Riesgo de Minas (MRE), asistencia a Víctimas (VA) y desminado humanitario; así mismo, se realizó un proyecto con el Gobierno suizo para la elaboración del Plan Estratégico Nacional en Educación sobre el Riesgo de Minas (ERM) y para la capacitación y asesoría para la Acción Integral contra las Minas por parte del CIGDH, al igual que asistencia técnica para el mejoramiento del Sistema de Gestión de Información. Se logró también, el apoyo de UNICEF en el trabajo de una pedagogía de derechos de las víctimas por MAP y MASE y, en una estrategia de comunicaciones y de Educación sobre el Riesgo de Minas.

En asocio con PNUD – REDES, se llevó a cabo la segunda etapa del componente de Minas Antipersonal del Programa Territorial de Desarrollo y Paz, en los departamentos de Meta, Antioquia (subregión de Oriente), Bolívar y Sucre (región de Montes de María). De manera conjunta con la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y la Agencia de los EEUU para el Desarrollo Internacional (USAID) se continúo la implementación de un proyecto mediante el cual se logró el fortalecimiento de la acción integral contra las minas antipersonal en 9 departamentos.
[3] 
En el tema de atención integral a la población, se llevó a cabo un monitoreo por parte del Observatorio de Minas Antipersonal de la atención que se presta a las víctimas por las entidades encargadas
[4]; se promovió la atención a víctimas de MAP/MASE a nivel nacional y departamental; se construyeron estándares de atención a la población en situación de discapacidad; se creó la ruta de atención a víctimas y de diagnóstico de la situación; se elaboró un documento informativo sobre la acción integral contra las minas antipersonal; se realizó un proyecto piloto para la reincorporación socioeconómica de las víctimas en el departamento del Cauca; y se continuó con actividades de orden local, departamental y nacional, encaminadas a la enseñanza de los derechos y asistencia a víctimas.

Por último, con el apoyo del Comando Sur de los Estados Unidos se llevó a cabo la capacitación de seis equipos departamentales y doce municipales para mitigar las consecuencias de los accidentes por MAP y MASE, así como empoderar a las comunidades para el manejo de las emergencias físicas y psicológicas.

Dentro del cumplimiento de las obligaciones de la Convención de Ottawa, se llevó a cabo un plan de destrucción de todas las existencias de minas antipersonal que estaban en poder de las Fuerzas Militares de Colombia (21.341 minas destruidas entre 26 de junio de 2003 y el 24 de octubre de 2004), cumpliendo de esta manera con el compromiso establecido en la Convención de Ottawa. Así mismo se inició la elaboración y concertación con las FFMM del Plan de destrucción de campos minados y se crearon siete grupos divisionarios para la atención de las emergencias humanitarias por MAP y MASE. 

Por último, como desarrollo de la estrategia de comunicación, se realizaron las siguientes actividades: 1) Jornada de movilización sobre la vulnerabilidad frente a las minas “Actores almados”, en el marco del festival internacional de teatro de Manizales; 2) Cartilla para la prevención de accidentes por MAP y MASE, y para la promoción de derechos de las víctimas;  3) Realización de la “Otra vuelta a Colombia en Bicicleta” con la participación de personas discapacitadas por la ocurrencia de accidentes por MAP y MASE; y 4) El evento de movilización y sensibilización a nivel nacional e internacional a través de los medios de comunicación, con ocasión de la destrucción de la totalidad de las existencias de minas.

DESVINCULACIÓN DE NIÑOS DE LOS GRUPOS ARMADOS

La prevención de la vinculación de niños, niñas y jóvenes a los grupos armados al margen de la ley es una de las líneas de acción del ‘Programa de atención a niños, niñas y jóvenes desvinculados de los grupos armados irregulares’. Para ello, el ICBF se centra en varios ejes de acción:
· Programas regulares dirigidos a niños, niñas adolescentes en zonas de alto riesgo. Actualmente el ICBF atiende a los niños, niñas, adolescentes y familias en riesgo en todo el país a través del proyecto “Asistencia a la niñez y apoyo a la familia para posibilitar el ejercicio de los derechos”, proyecto que de manera integral posibilita acciones de prevención y brinda atención a la niñez y a la familia mediante las siguientes modalidades: 

· Fortalecimiento a la familia

· Educador familiar

· Escuela para las familias

· Apoyo a la primera infancia (menores de 6 años de edad)

· Hogares Comunitarios de Bienestar (FAMI)

· Hogares Comunitarios 0 a 7 años

· Hogares Comunitarios Múltiples

· Hogares Infantiles

· Apoyo a la niñez y a la adolescencia entre 6 y 17 años

· Clubes pre y juveniles

· Asistencia nutricional al escolar y al adolescente

· Ludotecas

· Apoyo a grupos étnicos


· Apoyo a población rural dispersa

· Apoyo a familias en situación de emergencias

Este proyecto se adelanta con  recursos propios del ICBF.

Programas para la prevención del reclutamiento 

Específicamente en materia de prevención del reclutamiento de los niños y niñas a las filas de los grupos armados irregulares, se han llevado a cabo las siguientes acciones:

· Lanzamiento de la Iniciativa nacional para prevenir la vinculación de la niñez a los grupos armados irregulares – iniciativa en la que participan el ICBF, la Defensoría del Pueblo, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia – UNICEF, la Organización Internacional para las Migraciones – OIM, la Organización Internacional del Trabajo – OIT, con el apoyo de las embajadas de Noruega, Suecia, USAID y ASDI. Esta iniciativa busca prevenir la utilización, vinculación y reclutamiento de niños, niñas y jóvenes al conflicto armado con el fin de garantizar su permanencia en el mundo infantil y promover en la población colombiana la toma de conciencia para que asegure que la niñez disfrute de sus derechos.

· Lanzamientos regionales de las iniciativas para prevenir la vinculación de la niñez a los grupos armados irregulares, que se han desarrollado en las regionales Huila, Santander, Antioquia, Cesar, Valle de Cauca y Tolima.

· Implementación de la metodología de mapa de vulnerabilidad, riesgo y oportunidades, campaña de prevención del reclutamiento (comercial de televisión, cuña y afiches), 3 programas radiales de sensibilización y prevención del reclutamiento (Manos amigas – PNUD)

· Concierto de lanzamiento de la canción y video “Un canto a lo nuestro”, como instrumentos de sensibilización en torno a la reconciliación y reinserción social de los jóvenes. 

· Definición de criterios para la focalización de municipios de mayor riesgo de vinculación de niños y jóvenes a los grupos armados irregulares – acción liderada por el ICBF, a partir de los siguientes criterios:

· Características sociodemográficas de los municipios

· Perfil de los niños, niñas y adolescentes 

· Decisión y voluntad política de los gobiernos regionales y locales

· Dinámica del conflicto

· Fuentes legales e ilegales de generación de ingresos

· Presencia de los diferentes factores de riesgo 

· Oferta Institucional 
· Escasa oferta de espacios de recreación, lúdicos y culturales

· Proyecto ‘Hablan los jóvenes. Un país una esperanza’ – La Regional Quindío está liderando este proyecto con el objeto de abrir un espacio de encuentro para la reflexión, intercambio y puesta en común de lo que piensan y sienten los niños y jóvenes respecto de las opciones violentas y el conflicto armado en Colombia, qué posturas y actitudes personales mantienen sobre él, y en consecuencia, qué estrategias preventivas y alternativas conviene implementar y cómo promover el ejercicio de sus derechos, fomentar valores y compromisos personales, institucionales y gubernamentales para reducir el riesgo de vinculación infantil y juvenil a los grupos armados ilegales. Los resultados de este proyecto servirán de insumo para reorientar el diseño y la formulación de proyectos, programas y propuestas preventivas para el fortalecimiento de las políticas públicas y la participación juvenil respecto al tema de la paz y la violencia en Colombia. Fuente de financiación: Recursos ICBF y Cooperación Internacional.

Con estas acciones se busca formular e implementar una política pública de prevención de la vinculación de niños, niñas y adolescentes a grupos armados irregulares y de otros factores de riesgo asociados. Esto a partir de la articulación y la corresponsabilidad entre la familia, la sociedad civil y el Sistema Nacional de Bienestar Familiar en representación del Estado, con el apoyo de la cooperación internacional.

El programa especializado de atención a niños, niñas y jóvenes desvinculados de los grupos armados irregulares del ICBF se desarrolla en nueve (9) regionales del país, donde reciben una atención integral desde la perspectiva de derechos a través de los componentes jurídico, pedagógico, salud y nutrición, terapéutico y familiar.

La atención de los beneficiarios se adelanta tanto en medio institucional como sociofamiliar. En medio institucional son atendidos a través de los servicios de Hogar Transitorio (primera fase), Centro de Atención Especializada (segunda fase), Casa Juvenil (tercera fase) y Red de Instituciones de Protección (casos específicos como consumidores de sustancias psicoactivas, pacientes psiquiátricos y adolescentes gestantes o lactantes). En medio sociofamiliar se atienden mediante el Hogar Tutor o reintegro familiar y se está avanzando en la modalidad de subsidio condicionado para familias con jóvenes desvinculados del conflicto armado.

En el desarrollo del programa, al 30 de diciembre de 2004 se han atendido 2.210 niños, niñas y jóvenes con recursos propios del ICBF y de cooperación internacional, principalmente con apoyo de la OIM y UNICEF. Para la vigencia 2004, el ICBF hizo una apropiación inicial cercana a los cinco mil cuatrocientos millones de pesos ($5.400.000.000).

En lo referente al componente de familia, el programa desarrolla una estrategia de trabajo con familia que abarca diversos procesos: ubicación y contacto familiar, acercamientos, encuentros y/o vistas familiares, reintegro familiar y seguimiento a los reintegros familiares, este último en proceso de construcción.

Para el mes de noviembre de 2004, el comportamiento del componente familiar fue el siguiente:

	Avance en trabajo con familia
	Número 

	Jóvenes ubicados en la estructura básica del programa
	563

	Jóvenes con contacto familiar
	498

	Jóvenes sin contacto familiar
	65

	Reintegros familiares
	12

	TOTAL
	1138


SIETE HERRAMIENTAS DE EQUIDAD 

El Gobierno tiene una política consistente para disminuir la brecha de inequidad, enfrentar la extrema pobreza existente en el país y asegurar la adopción de todas las medidas necesarias para lograr una disminución de los índices de analfabetismo y desocupación; y la ampliación del acceso a la salud, la educación y la vivienda 

El Gobierno piensa que el desarrollo social y el desarrollo económico deben ser entendidos como ejes de un mismo proceso y concebirse de manera integral y coherente. De esta manera, con un mayor desarrollo económico se pueden alcanzar mayores niveles de equidad social y potenciación de las capacidades humanas. A su turno, un mayor desarrollo social implica un mayor desarrollo económico
[5]. De esta manera, los desafíos del Gobierno para construir  una sociedad más justa, suponen: 

1) Aumentar el acceso a la educación, salud, servicios básicos y seguridad social. 

2) Aumentar la eficiencia del gasto social para que los mayores recursos se traduzcan en mejores resultados. 

3) Mejorar la focalización del gasto social para que los recursos lleguen a los más necesitados. 

4) Consolidar un sistema de protección social para que las crisis económicas no comprometan, por completo, las posibilidades futuras de los grupos más vulnerables. Hay que agregar que en el marco de la construcción de un Estado Comunitario, está contemplada una política de reactivación económica y social.

Es importante destacar que el Plan de Desarrollo 2002-2006 Hacia un estado comunitario definió siete herramientas de equidad para implantar la justicia social en Colombia:

1) Revolución educativa. 

2) Ampliación y mejoramiento de la seguridad social. 
3) Impulso a la economía solidaria. 
4) Manejo social del campo. 
5) Manejo social de los servicios públicos. 
6) Calidad de vida urbana. 
7) Un país de propietarios. 
El balance, sin lugar a dudas, ha sido satisfactorio. A continuación se resumen los resultados en torno a cada uno de estos aspectos.

Revolución Educativa
En torno a la herramienta denominada Educación Equitativa, son varios los logros. En 2003 y 2004 se lograron 734.413 nuevos cupos de educación básica y media, con lo que la meta del cuatrienio ya está cubierta en un 49%. Los nuevos cupos de educación superior pasaron de 34.858 en 2003 a 69.045 en 2004. Se han legalizado 39.391 créditos ICETEX y se han aprobado 52.209 en los dos años considerados. 

Además para mejorar la calidad de la educación se han llevado a cabo en los dos años considerados 3.062.860 Pruebas Saber y se han aprobado 474 nuevos programas en el ICFES. Se han graduado 28.687 estudiantes del programa Jóvenes en Acción en el mismo lapso, y se pasó de una formación de 2.263.328 profesionales integrales en 2003, a 2.104.599 en los primeros once meses de 2004. Se han dotado 348 nuevas bibliotecas en los dos años, con lo que se ha cumplido en un 70% la meta del cuatrienio. 

Por otra parte, el Gobierno se trazó la meta de crear 250.000 cupos más para contribuir al mejoramiento de la educación de los grupos poblacionales vulnerables, que están por fuera del sistema (grupos étnicos, población de frontera, población rural dispersa, niños con necesidades educativas especiales y niños afectados por la confrontación armada). En cuanto a educación superior, se han creado cerca de 104 mil nuevos cupos desde agosto de 2002, lo que corresponde al 26% de la meta para el cuatrienio. De éstos, 69 mil se generaron en el primer semestre de 2004.

Siguiendo con el tema de la educación, en 2004 se atendieron 87.156 estudiantes en condiciones de vulnerabilidad de los 100.000 que se tienen como meta. Para avanzar con los objetivos se seguirán impulsando programas y metodologías flexibles, como la Escuela Nueva,  el Preescolar escolarizado y no escolarizado, la Aceleración del Aprendizaje, y otros como Postprimaria, Telesecundaria, Cafam, SER y SAT, con los cuales se espera atender una demanda de aproximadamente 40.000 niños. Se estima que con recursos de las regalías y del Programa de Educación Rural del Ministerio de Educación, se han beneficiado más de 93 mil estudiantes en 2004 y más de 231 mil desde agosto de 2002. 

En términos de tecnología de información y comunicación se diseñó y se está ejecutando el proyecto de Tecnologías de Información y Comunicaciones (TIC), en el marco de la política de mejoramiento de la calidad de la educación; en desarrollo del mismo se dotaron 23 mil computadores que beneficiaron en 2003 a más de 2.500 escuelas y colegios públicos y a las Secretarías de Educación de las entidades territoriales. Así mismo, se fortalecieron los sistemas de información y conocimiento; se trabajó en el fomento de actividades de generación de conocimiento y divulgación, que tendrá su principal base de apoyo en el portal educativo Colombia Aprende; y se puso en marcha un sistema de divulgación y socialización de experiencias significativas a través de foros regionales y congresos nacionales. Finalmente, se establecieron redes de apoyo a los procesos de los estándares en matemáticas, lenguaje, ciencias y competencias ciudadanas; se han llevado a cabo procesos de evaluación y mejoramiento que han servido para la formación de docentes y directivos docentes en el uso educativo de las tecnologías; se creó un Observatorio de tecnologías de la información y las comunicaciones en educación, como espacio académico de fomento a la investigación, la innovación y el desarrollo de tecnologías; se conformó una Red de Observatorios como centro de gestión de conocimiento y se puso en funcionamiento un modelo de evaluación y seguimiento sobre los avances regionales y nacionales. 

En el mejoramiento de la infraestructura educativa se destaca la colocación de $100.793 millones a través de créditos de Findeter. En eficiencia, la meta es seguir adelante con la modernización de las Secretarías de Educación, de manera que sean ellas las puntas de lanza de la renovación del sector.  

Ampliación y mejoramiento de la seguridad social

Entre 2003 y 2004 se lograron 2.652.682 nuevos afiliados al régimen subsidiado, con lo que se alcanzó la meta del cuatrienio en un 88%. Se tienen 1.341.129 nuevos afiliados al régimen contributivo, circunstancia que permitió avanzar en las metas del cuatrienio en un 103%. 

La nutrición es de la mayor importancia en lo social. Se han beneficiado 660.335 familias con el último pago en el marco del Programa Familias en Acción, lo que implica un avance del 99% en las metas del cuatrienio. Se han beneficiado en los dos últimos años 872.715 menores con desayunos infantiles, para un cubrimiento del 50% de las metas del cuatrienio; se han beneficiado 4.860.216 niños en restaurantes escolares, es decir el 95% de lo programado para el cuatrienio; y 1.909.052 niños en hogares de Bienestar Familiar, o sea el 95%.

En afiliaciones al régimen subsidiado se invirtieron en 2003 un total de 2.1 billones de pesos que han beneficiado a 11.844.438 personas. En 2004 la inversión fue de 2.4 billones de pesos que permitieron la creación de 1.075.170 cupos nuevos para un total de 12.919.608 afiliados en total. 

	ACCIÓN REALIZADA
	Meta propuesta  2003
	Total Afiliaciones 2003
	Total Personas beneficiadas

2003
	Inversión

	Afiliaciones al Régimen Subsidiado
	300.000
	1.123.658
	11.844.438
	2.1 billones de pesos

	Afiliaciones al Régimen Contributivo*
	300.000
	639.738
	13.805.201
	-

	Cobertura de vacunación Niños y Niñas (Triple Viral)
	95%
	93.9%
	-
	-


(*) Sobre el balance de nuevos afiliados al régimen contributivo, éste se realiza sobre el promedio de cada ciclo de compensación ante el Fosyga.

PARA EL 2004

(A primer Semestre)

	Cupos nuevos
	1.075.170

	Afiliados Totales
	12.919.608

	Inversión
	2.4 billones

	Cobertura de vacunación Niños y Niñas (Triple Viral). Meta a 30 de diciembre de 2004 *
	95%

	Cobertura de desayunos infantiles 

(Fuente ICBF – Subdirección de Evaluación)
	503.663


Fuente: MPS - Información reportada a SIGOB.

(*) Las coberturas de vacunación se evalúan anualmente, dado que la programación establece avances mensuales, que son objeto de seguimiento. Para el primer semestre no se tiene aún información consolidada. 

Impulso a la economía solidaria

En torno a la economía solidaria, se lograron constituir 532 empresas solidarias en 2003 y 2004 con lo que se ha cumplido con el 53% de las metas del cuatrienio. Así mismo, se constituyeron 44 microempresas solidarias de servicios públicos. Igualmente se sometieron a proceso de inducción a 23.739 madres comunitarias en 2003 y 2004, el 37% de la meta del cuatrienio.

Manejo social del campo

En lo relacionado con el manejo social del campo, se han incorporado a la producción 191.619 nuevas hectáreas. Igualmente, se han otorgado 16.988 subsidios de vivienda de interés social en el sector rural en 2003 y 2004, lo que significa un avance del 31% en las metas previstas para el cuatrienio. Se han beneficiado, finalmente, 29.838 familias guardabosques, con lo que se ha avanzado en un 37% respecto de las metas del cuatrienio.  

Manejo social de los servicios públicos

Sobre el manejo social de los servicios públicos hay que señalar que se ha avanzado más de lo esperado, pues se cubrió el 120% de lo programado para el cuatrienio en zonas con cobertura adecuada de energía. De la misma manera, se instalaron 19.661 líneas en el marco del Plan Bianual de telefonía y se hicieron reposiciones de otras 24.326; los logros de las metas del cuatrienio se han obtenido en un 100% en los dos casos.  

Calidad de vida urbana

En términos de calidad de vida urbana se evidencian varios logros. En primer lugar se tiene que señalar que en 2003 y 2004 la nueva población beneficiada con servicio de acueducto fue de 874.758, lo que significa un avance del 33% en las metas del Gobierno para el cuatrienio. En términos de alcantarillado la población beneficiada a nivel urbano fue de 899.965 y en aseo fue de 1.274.186 para un avance respecto de las metas del cuatrienio en un 28% y 30% respectivamente. En Bogotá se construyeron 15 nuevos kilómetros de Transmilenio entre 2003 y 2004, un avance del 42% en la meta del cuatrienio.
Por otro lado, las instituciones vinculadas a la Política de Vivienda de Interés Social han financiado en lo corrido de la presente administración (agosto 2002 – agosto 2004) 132.062 soluciones de viviendas por 1.1 billones de pesos.
	Soluciones VIS*
	132.632  
	$ 1.1 billones

	Subsidios Familiares de Vivienda
	100.289 Asignados

22.055 Preasignados

10.288 Créditos
	

	Con relación a la focalización de los subsidios de vivienda en los sectores menos protegidos
	95%
	Asignados a hogares con ingresos inferiores a 2 SMLM


* Vivienda de Interés Social
Un país de propietarios

Un país de propietarios es una herramienta de equidad para implantar la justicia social. En 2003 y 2004 se crearon 124.102 subsidios y créditos para Vivienda Urbana de Interés Social, un 41% de las metas trazadas para el cuatrienio. De la misma manera se han asignado créditos: a los microempresarios se les asignaron 163.3 miles de millones en 2003 y se subió a 210.9 miles de millones en 2004; se ha avanzado en un 65% en las metas programadas para el cuatrienio. Los recursos de crédito a microempresarios en el marco del Convenio Banca Comercial y ONG's ascendió a 567.2 miles de millones en 2003 y a 465.2 miles de millones en 2004, para un avance en la meta del cuatrienio del 55%. El total de recursos asignados a microempresarios pasó de 1.243,1 miles de millones en 2003 a 1.286 miles de millones en 2004, con lo que se ha avanzado en un 58% en las metas programadas para el cuatrienio. 

	DESCRIPCIÓN
	2003
	2004
	Periodo Presidencial

	
	Meta 2003
	Logros 2003
	Cumplimiento (%)
	Logros 2004
	Avance meta cuatrienio (%)

	1. REVOLUCIÓN EDUCATIVA

	Cobertura

	Nuevos cupos Educación Básica y Media
	    500.000 
	     477.598 
	96%
	256.815
	49%

	Nuevos cupos Educación Superior
	      50.000 
	      34.858 
	70%
	69.045
	26%

	Créditos Icetex Acces (legalizados)
	      20.000 
	      21.080 
	105%
	18.311
	39%

	Créditos Icetex Acces (aprobados)
	      20.000 
	      26.014 
	130%
	26.195
	52%

	Calidad

	Pruebas Saber
	 2.793.000 
	  3.062.860 
	109%
	 -
	47%

	Programas Acreditados ICFES (Acum.)
	          268 
	          217 
	81%
	257
	43%

	Capacitación Técnica

	Jóvenes en Acción (graduados)
	     29.240 
	      28.687 
	98,1%
	              -   
	28%

	Formación Profesional Integral (capacitados)
	 1.950.225 
	 2.263.382 
	116%
	2.104.599
	59%

	Bibliotecas

	Dotación
	          100 
	          198 
	198%
	          150 
	70%

	Bandas

	Creación y Fortalecimiento
	            50 
	             92 
	184%
	            97 
	94%

	Niños en Batuta Mantenimiento
	       5.000 
	        5.000 
	100%
	       5.245 
	104%

	2. PROTECCIÓN SOCIAL

	Empleo

	Tasa de desempleo (octubre 2004)
	14,6%
	12,30%
	1.241.218  empleos creados
[6]
	12,4%
	13,1%

	Régimen Subsidiado

	Nuevos afiliados
	    300.000 
	  1.123.658 
	374%
	1.529.024
	88%

	Régimen Contributivo

	Nuevos afiliados
	    300.000 
	    639.738 
	213,0%
	    701.391 
	103%

	Pensiones

	Nuevos afiliados cotizantes
	    300.000 
	     974.354 
	324,8%
	             -5.187 
	75%

	Promoción de empleo

	Aprendices en empresas
	      63.000 
	      72.087 
	114,4%
	      66.581 
	60%

	Sistema Nal.Incubación Empresas (SNIE)
	            22 
	             22 
	100,0%
	              5 
	68%

	Empresas creadas en el SNIE
	          116 
	           288 
	248,3%
	          118 
	17%

	Protección al desempleado

	Subsidios al desempleo
	      42.000 
	      18.247 
	43,4%
	      44.703 
	30%

	Créditos Mujeres

	Cabezas de hogar beneficiadas
	       2.500 
	        1.806 
	72,2%
	133
	20%

	DESPLAZADOS

	Promedio mensual de Familias Desplazadas
[7]
	 N.A.
[8] 
	        4.135 
	N.A
	2.997
	N.A

	Familias que retornan
	       6.000 
	        7.786 
	130%
	4.650
	56%

	Hogares desplazados al año
	 N.A. 
	      49.616 
	N.A.
	35.960
	N.A.

	PLAN DE NUTRICION

	Familias en acción

	Familias Beneficiadas con último pago (Mantenimiento)
	   325.000 
	     337.337 
	104%
	322.998
	99%

	Nutrición

	Desayunos infantiles
	    300.000 
	     322.052 
	107,4%
	    503.663 
	50%

	Niños beneficiados en restaurantes escolares
	2.329.687 
	  2.498.679 
	107,3%
	 2.361.537 
	95%

	Niños en Hogares de Bienestar ICBF
	    956.061 
	     954.088 
	99,8%
	    954.964 
	99,9%

	Adulto Mayor

	Subsidios Monetarios a Adultos Mayores
	    125.000 
	      35.182 
	28,1%
	131.782
	77,5%

	3. ECONOMIA SOLIDARIA

	Red Pública Territorial

	Empresas solidarias constituidas
	          250 
	           341 
	136%
	191
	53%

	Microempresas solidarias servicios públicos conformadas y/o consolidadas
	            37 
	             37 
	100%
	7
	22%

	Madres Comunitarias

	Proceso de Inducción al Cooperativismo
	       9.600 
	        9.246 
	96%
	14493
	37%

	4. MANEJO SOCIAL DEL CAMPO

	Actividad Productiva

	Superficie nueva cultivada (hectáreas)
	          N/A 
	     160.000 
	         N/A 
	31.619
	          N/A

	Vivienda Rural

	Subsidios Vivienda Interés Social (Banco Agrario)
	     29.700 
	       9.370 
	31,5%
	       7.618 
	31%

	Familia Guardabosques

	Familias Beneficiadas
	      12.000 
	11.385
	95%
	      18.453 
	37%

	5. SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS

	Energía zonas interconectadas

	Cobertura  zonas interconectadas
	88,7%
	89,60%
	100%
	91,3%(*)
	120,5%

	Plan Bianual de Telefonía

	Nuevas Líneas instaladas (Primer Plan Bianual)
	      19.661 
	      18.531 
	93%
	       1.130 
	100%

	Reposiciones (Primer Plan Bianual) 
	      24.323 
	      23.426 
	96%
	          895 
	100%

	6. PAIS DE  PROPIETARIOS

	Vivienda Urbana

	Subsidios y créditos para Vivienda Interés Social (Fonvivienda, CCF, CPVM, FNA,Findeter)
	      76.793 
	      63.876 
	83%
	60.226
	41%

	Crédito y microcréditos para VIS – Findeter
[9]
	       8.000 
	      12.152 
	152%
	27
	0,0%

	Desarrollo MIPYMES

	Recursos de crédito asignados a microempresarios (Bancoldex)
	 100 mm 
	 163,3 mm 
	163%
	210,9 mm
	65%

	Recursos de crédito a microempresarios Convenio Banca Comercial y ONG's
	 330 mm 
	 567,2mm 
	161%
	465,2 mm
	55%

	Total recursos de crédito asignados a microempresarios (IFI-Bancoldex, Convenio Mincomericio-Banca- ONGs, Finagro y fundaciones)
[10]
	 960,5 mm 
	1.243,1mm 
	129%
	1.286 mm
	58%

	Recursos de cofinanciación Fomipyme
	 25 mm 
	 25 mm 
	100%
	              -   
	50%

	7. CALIDAD DE VIDA URBANA

	Acueducto y saneamiento básico

	Acueducto  
	Nueva Población beneficiada en zona urbana
	    639.751 
	     704.570 
	110%
	170.188
	33%

	Alcantarillado
	Nueva Población beneficiada en zona urbana
	    772.903 
	     630.290 
	82%
	269.675
	28%

	Aseo
	Nueva Población beneficiada en zona urbana
	    806.323 
	     589.365 
	73%
	684.821
	32%

	Pavimentación de vías

	Kilómetros de vías pavimentados/mejorados
	       1.000 
	        459,1 
	46%
	421,1
	37%

	Transmilenio Bogotá

	Kilómetros construidos
	      12,50 
	          7,81 
	62,4%
	7,45 km
	42,0%


Perspectivas 2005 

Son significativos los logros y los avances que puede mostrar el gobierno en la perspectiva de mejorar la condición de los colombianos y, por ende, la situación de sus derechos humanos. Ello, a pesar de las graves amenazas que ha tenido y tiene que enfrentar, producto de la acción de los grupos que se ensañan en el uso de la violencia. La adopción de unas políticas claras para la prevención, protección y difusión de los derechos humanos así como para la atención a las víctimas, y la incorporación del tema en la Ley que aprobó el Plan Nacional de Desarrollo, son una muestra fehaciente de su decisión política de avanzar en el camino de la seguridad democrática con pleno respeto y garantía por los derechos humanos. 

En esta perspectiva, se ha hecho énfasis en el desarrollo de algunas políticas y programas  que tienen que ver, de manera directa,  con las recomendaciones que, cada año, le hace al Gobierno la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.  De manera permanente la Vicepresidencia ha informado a la OACNUDH de los avances en el desarrollo de las acciones estatales para ponerlas en práctica y lo mismo ha hecho con la comunidad internacional y la sociedad civil. Con algunos de sus voceros, a pesar de los altibajos de la relación, ha procurado mantener una constante interlocución con eventos llevados a cabo en el orden nacional y en el departamental. Los propósitos han sido los de conocer sus planteamientos, discutirlos, acoger sus recomendaciones y garantizar el ejercicio de su acción manteniendo siempre la decisión de discutir con firmeza interpretaciones no concordantes sobre la realidad nacional.

Todos estos resultados importantes y significativos en materia de DDHH no son suficientes. El  Gobierno es consciente de que hay todavía un largo camino por recorrer para garantizar la protección y defensa de los derechos humanos, para lo cual trabaja simultáneamente en varios frentes:

· Elaborar concertadamente e iniciar la ejecución de un Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y DIH, de carácter estatal y que tome en cuenta la integralidad de los derechos humanos. En desarrollo de este proceso, en 2004 se culminó la etapa de concertación interinstitucional y desde el mes de diciembre se trabaja en la definición de los parámetros para la concertación con la sociedad civil nacional y regional y con las autoridades departamentales y municipales, actividades que se desarrollarán en 2005.  La adopción del Plan, a cuya financiación se ha vinculado la OACNUDH mediante convenio suscrito con la Vicepresidencia de la República,  lo convertirá en un instrumento estatal que permitirá  fijar derroteros claros a futuro para superar los problemas que aún padecemos. 

· Fortalecer aún más el Programa de Protección a líderes del Ministerio del Interior y de Justicia, incrementando, en 2005,  los recursos asignados en 21.4% respecto del año inmediatamente anterior; ampliando la ejecución del Proyecto de Consolidación del Programa de Protección en los departamentos de Caldas, Huila, Norte de Santander, Arauca, Nariño, Valle, Boyacá y Caquetá, una vez puesto en práctica en Risaralda, Santander y Atlántico; implementando el programa de Capacitación en Seguridad Preventiva en las ciudades de Cúcuta, Bucaramanga, Popayán, Pasto, Medellín, Pereira, Ibagué y Bogotá, desarrollado en 2004 en Barranquilla, Calí, Arauca, Neiva y Florencia. 

· Ejecutar el Proyecto de atención a Comunidades en Riesgo, que cuenta con apoyo financiero de la comunidad internacional, el cual permitirá elevar el nivel de protección de los derechos humanos de estas comunidades por causa de la violencia en las 11 zonas seleccionadas  y atender efectivamente las medidas cautelares o provisionales dictadas por la Comisión y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

· Continuar el proyecto de lucha contra la impunidad, logrando la elaboración de una política pública en el tema y manteniendo la coordinación interinstitucional para avanzar en el esclarecimiento de los 115 casos seleccionados. 

· Ejecutar el Plan de Acción contra las Minas Antipersonal en sus componentes de fortalecimiento institucional de los entes territoriales, atención integral a la población víctima de las minas antipersonal y a sus familiares, elaboración de estándares, adopción del plan de señalización en cumplimiento de la Convención de Ottawa y difusión de ella. 
· Acompañar a los mandatarios departamentales y municipales en la ejecución de los Planes de Acción en Derechos Humanos construidos por ellos y sus comunidades, con el apoyo del Gobierno Nacional. En 2004, se construyeron 32 planes departamentales y 140 municipales que se pondrán en ejecución  en 2005 y se elaborarán 200 más en una acción conjunta de la Vicepresidencia de la República y de la Dirección de Derechos Humanos y el Ministerio del Interior y de Justicia. 
· Implementar la mesa nacional de prevención del desplazamiento y sus expresiones locales y acompañar los retornos de quienes, ante las nuevas perspectivas que hay en el país, decidan retornar a sus lugares de origen. En este sentido se continuará el trabajo en el Comité Interinstitucional de Alertas Tempranas y se evaluará periódicamente su funcionamiento.

· Mejorar la eficacia de las investigaciones por violaciones de derechos humanos.

· Mejorar el sistema de información incorporando variables como la desaparición forzada, tema sobre el cual el Gobierno ha recibido denuncias de que se mantiene en niveles altos y que se encuentran en proceso de verificación.

· Fortalecer la cultura de los derechos humanos entre funcionarios públicos y la sociedad.









�[1]  Por accidente se entiende “un acontecimiento indeseado causado por minas antipersonal que causa daño físico y/o psicológico a una o más personas” (Ley 759/02, Artículo 1). 





�[2]Por incidente, se contempla “un acontecimiento relacionado con minas antipersonal, que puede aumentar hasta un accidente o que tiene el potencial para conducir a un accidente” (Ley 759/02, artículo 1).


 


�[3] Arauca, Bolívar, Cauca, Casanare, Cesar, Chocó, Norte de Santander, Valle del Cauca y Santander.


�[4] FISALUD, Fundación CIREC, Corporación Paz y Democracia, Campaña Colombiana Contra Minas, UNICEF, Fundación FUNDEMOS y Red de Solidaridad Social, incluyendo las instituciones que conforman el sistema de salud del país


�[5] Es importante señalar que la economía colombiana ha registrado un nuevo impulso, que a su turno se ha visto reflejado en mejores indicadores sociales: se obtuvo un  crecimiento del PIB de 3,95% en 2003, la cifra más alta de los últimos 5 años, y de 3.7% en los primeros once meses de 2004. Esto repercutió en mejores niveles de empleo: fue así como la tasa de desempleo que se registró en octubre fue la más baja de los últimos cuatro años, para igual periodo. En su conjunto, el esfuerzo en este sentido representó la creación de 1.252.000 nuevos empleos entre octubre de 2002 y octubre de 2004.En términos de promoción de empleo se logró ubicar a 1.341.129 nuevos aprendices en empresas entre 2003 y 2004 y se crearon 406 nuevas empresas en el marco del Sistema Nacional de Incubación de empresas, SNIE. Se han subsidiado 62.950 desempleados y se han beneficiado con créditos 1.939 mujeres cabezas de hogar.


�[6] Cifra corresponde a variación entre mes de diciembre de 2002 y mes de diciembre 2004.


�[7] SUR-RSS, corte octubre 31 de 2004


�[8] N/A: no se ha fijado una meta global para área cultivada


�[9] La meta y avance 2003 corresponde a una contabilización de microcrédito con todas las entidades financieras. La meta y avance 2004 corresponden al seguimiento de crédito y microcrédito de los recursos de redescuento Findeter.


�[10] Cálculo preliminar





